Poder Judicial de la Nación
   Año del Bicentenario

Expte. N°  5.719/2010 “AEDBA y OTROS c/ EN –M° DE ECONOMIA – RESOL 58/10 s/ PROCESO DE CONOCIMIENTO”.-
Ciudad de Buenos Aires,  16  de abril de 2010.-

Y VISTOS: los autos señalados en el epígrafe, venidos a despacho para resolver la medida cautelar solicitada

Y CONSIDERANDO:

I.- Que, a fs. 2/44 y vta., la parte actora: Asociación de Editores de Diarios de la Ciudad de Buenos Aires (AEDBA), S.A. La Nación, Arte Gráfico Editorial Argentino S.A., Asociación de Diarios del Interior de la República Argentina (ADIRA), Asociación Argentina de Editores de Revistas (AAER), Editorial AMFIN S.A., S.A. The Buenos Aires Herald Ltda. (El Heraldo de Buenos Aires Ltda.) Com. Ind. y Fin. y Editorial Perfil S.A., inician una acción contencioso administrativa contra el Ministerio de Economía y Finanzas Públicas de la Nación para que se decrete la nulidad de la Resolución MEyFP 58/2010 y, en consecuencia, se declare que el incremento de los precios de tapa a la que se vieron obligadas, las empresas editoras de diarios (en el período comprendido entre la sanción de la ley n° 25.561 y el dictado del decreto n° 1072/02), no torna procedente la declaración de caducidad de los beneficios previstos en el régimen de competitividad establecido por la ley n° 25.414.

En lo que aquí interesa resolver solicitan una medida cautelar (ver apartado 5)  mediante la cual se suspenda, durante el transcurso de la presente acción, los efectos del acto administrativo impugnado y que, además, se ordene al Poder Ejecutivo Nacional se abstenga de iniciar y/o continuar el procedimiento, o los procedimientos administrativos derivados del dictado de dicho acto administrativo, y/o de realizar cualquier acto en el marco del mismo, en tanto tramite la presente acción.

 

Precisan que la medida cautelar solicitada resulta imprescindible para resguardar el derecho de defensa, garantizado en la Constitución Nacional, a las empresas editoras de diarios y revistas, asegurando -al propio tiempo- la actividad periodística que se encuentra en juego y las garantías constitucionales y legales aplicables al caso.

II.- Que, de acuerdo con reiterada jurisprudencia de los tribunales federales, la procedencia de medidas de la índole de la  re​querida, queda subordinada a la verificación de dos extre​mos insoslayables, a saber, la verosimilitud del derecho in​vocado y el peligro de un daño irreparable en la demora, am​bos previstos en el artículo 230 del Código Procesal, a los que debe unirse un tercero, establecido de modo genérico, para toda clase de medidas cautelares en el artículo 199 del citado texto adjetivo (conf. CSJN., Fallos: 331:108; 323:337; 317:978, entre otros y CCAFed., Sala II, in re: “Irurzum”, sentencia del 23-2-82 y Sala IV, in re: “Adidas Arg. S.A.”, del 24-11-98, entre muchas otras).

Que, a su vez, la jurisprudencia y la doctrina han agregado que los requisitos antes citados se encuentran de tal modo relacionados que a mayor verosimilitud del derecho, ca​be no ser tan exigente en la apreciación del peligro en la demora y -viceversa- cuando existe el riesgo de un daño ex​tremo irreparable el rigor del fumus se puede atenuar (conf. CCAFed., Sala II, in re: “Pesquera del Atlán​tico S.A. c/ B.C.R.A.”, sentencia del 14-10-85; Sala III in re: “Gibaut Hermanos”, sentencia del 8-9-83; “Unión de Usuarios y Consumidores”, del 18-02-08, Sala V, in re: “Ribereña de Río Negro S.A. c/ D.G.I.”, sentencia del 8-11-96, Sala I, in re: “Y.P.F. S.A.”, del 16-10-07, entre muchos otros).


III.- Que, en primer término, cabe precisar que en el “Convenio para Mejorar la Competitividad y la Generación de Empleo”, celebrado -el 24 de mayo de 2001- entre el Gobierno Nacional y las asociaciones representativas de las empresas editoras de diarios y representantes editoriales, en el marco de lo dispuesto en la ley n° 25.414 y el decreto n° 730/01, se estableció -en términos generales- lo siguiente: “EL GOBIERNO NACIONAL se compromete a otorgar a las empresas editoras de diarios y revistas y a los representantes y/o distribuidores de los productos que aquellas editan los siguientes beneficios, atendiendo la legislación que se encuentra vigente: a) A efectos del impuesto al Valor Agregado, aplicar la alícuota del 10,5% sobre las ventas, elaboraciones por encargo e importaciones de diarios, revistas y publicaciones períodicas, b) Otorgar al pago de las contribuciones patronales destinados al Sistema Unico de la Seguridad Social (excepto Obras Sociales), el carácter de crédito fiscal I.V.A. y c) Eximir del pago del Impuesto a la Ganancia Mínima Presunta.”.
En el citado convenio además se señala que los compromisos asumidos por el Gobierno Nacional se mantendrán en la medida que las partes cumplan cabal y oportunamente con sus propios compromisos.

Por su parte las empresas editoras de diarios y revistas, representados por las Asociaciones que suscribieron el acuerdo se comprometieron a lo siguiente: “a) Realizar los esfuerzos conducentes a preservar los niveles de empleo exitentes a la fecha de suscripción del acuerdo, hasta el 31 de marzo de 2003 e Incrementar la productividad, la producción y las exportaciones y b) No aumentar los precios al público vigentes al 30 de abril de 2001, por la venta de diarios, revistas y publicaciones períodicas.” (ver fs. 89/90).

A su vez, el Poder Ejecutivo Nacional dispuso mediante el decreto n° 1072/02 que: “Los beneficios otorgados por el Gobierno Nacional, en función del CONVENIO PARA MEJORAR LA COMPETITIVIDAD Y LA GENERACION DE EMPLEO, a las empresas editoras de diarios, revistas y publicaciones periódicas, resultarán aplicables a los sujetos en él comprendidos, aun cuando se incrementen los precios al público de los mencionados productos, vigentes al 30 de abril de 2001, siempre que el aumento promedio de los mismos no supere al que surja de la aplicación de la variación del índice de precios al consumidor, nivel general, elaborado por el INSTITUTO NACIONAL DE ESTADISTICA Y CENSOS dependiente de la SECRETARIA DE POLITICA ECONOMICA del MINISTERIO DE ECONOMIA, entre el mes de enero de 2002 y el mes anterior al que se produzca el referido incremento de precios.” (ver art. 1). 

 

También allí se estableció: “como base, los precios promedios vigentes al 31 de enero de 2002, salvo en aquellas situaciones en que éstos estén por debajo de PESOS UNO ($ 1), en cuyo caso este valor se tomará como base sobre la cual se calcularán los aumentos del valor de éstos.” (ver art. 2).


IV.- Sentado lo anterior, resulta claro que la verosimilitud del derecho invocado surge, en este estado embrionario del proceso, con la intensidad suficiente atento que del examen provisorio de las normas antes citadas se desprende que la propia autoridad administrativa reconoció los cambios producidos en la realidad económica del país -luego de celebrado el convenio antes citado- y por ello resultaba necesario flexibilizar el cumplimiento del compromiso establecido. 

En efecto en función de los resultados obtenidos en la aplicación del referido convenio en los considerandos del decreto n° 1072/02 se señaló que: “los cambios producidos en la realidad económica del país y en los costos de las empresas, mensurables a través de los indicadores económicos oficiales, hacen necesario flexibilizar el cumplimiento del compromiso antes mencionado.” y se destacó que: “se hace necesario establecer un precio base a partir del cual se admitirán los incrementos del valor de tapa de los diarios” y también se aclaró que: “Justifica esta decisión, la gran dispersión de precios existentes, consecuencia de la decisión de producir fuertes reducciones de los mismos tomada por algunos editores seriamente afectados por la reducción de la demanda.” (ver los considerandos del decreto ya citado).

 Sobre la base de ello, resulta -dentro del estrecho marco de conocimiento que este tipo de medidas permite- que en el presente caso la autoridad administrativa reconoció el incremento de los costos de las empresas y la necesidad de flexibilizar el cumplimento del compromiso asumido en el “Convenio para Mejorar la Competitividad y la Generación de Empleo”, por lo tanto resulta atendible considerar la tutela requerida.


También resulta de las constancias de autos y del dictado del decreto n° 1072/02, el 20-06-02, que la autoridad administrativa tenía conocimiento -al momento del dictado del decreto- del aumento de los precios al público para diarios y revistas, en la medida que consideró los precios vigentes y, además, en el artículo 2° estableció como base “los precios promedios vigentes al 31 de enero de 2002”.   

Al respecto también resulta importante destacar -dentro del marco del examen cautelar- que el decreto fue dictado para reconocer una situación de hecho existente al momento de su dictado, con el fin de adecuar la vigencia del convenio a los cambios producidos en la realidad económica nacional por lo tanto ello permitiría considerar, en principio, que su aplicación comprende el período a partir del cual comenzaron tales cambios, en la medida que ello fue tenido en cuenta para dar fundamento a su dictado. 

Además también  resulta de las constancias agregadas en la presente causa y de lo señalado en  la norma antes citada que lo allí dispuesto es el resultado o la consecuencia del procedimiento administrativo (expediente N° 020-004262/2002, del Ministerio de Economía), iniciado por la empresa S.A. La Nación, al cual adhirieron las entidades ADEPA, AEDBA, AAER y ADIRA (ver decreto ya citado).


  Que, además, tampoco se advierte que la suspensión aquí dispuesta genere la afectación de intereses económicos actuales de la nación. Ello, en la medida que la discusión  se refiere al alcance de la aplicación o no de los beneficios oportunamente otorgados dentro del marco del convenio ya citado, en el período comprendido entre la sanción de la ley n° 25.561 (BO. 7-01-02)  y el decreto n° 1072/02 (BO. 24-06-02) .


En efecto, postergando temporalmente las consecuencias jurídicas que deriven de su interpretación no se produce ninguna interferencia en la recaudación de la renta pública, pues en estos casos no se encuentra de por medio la percepción de ingresos fiscales debidamente programados en las normas presupuestarias, sino que se trata, en su caso, de ingresos contingentes (confr. CCAFed., Sala V, in re: “Banco Peña S.A y otros y “Banco Argentaria S.A. y otros”, del 12-4-00).


Sobre la base de todo lo ante expuesto resulta claro que corresponde disponer -en este estado del proceso- que la parte demandada se abstenga de iniciar y/o continuar el procedimiento, o los procedimientos administrativos y/o cualquier acto derivado de lo dispuesto en el marco de la Resolución MEyFP n° 58/2010.



V.- Por otra parte resulta de las constancias de autos que el peligro en la demora se encuentra configurado en la presente causa, habida cuenta que en el caso de disponerse la caducidad del convenio las aquí actoras perderían los beneficios allí otorgados y ello generaría la posible ejecución de las sumas que resulten aplicables en la especie.


Sobre la base de ello resulta adecuado, en este estado del proceso, prevenir los perjuicios que pueda generar la posibilidad que se manifiesten actos que afecten el normal desenvolvimiento de las empresas y entidades involucradas en la presente causa, cuya principal actividad es garantizar un servicio periodístico de interés público, antes que se pueda evaluar la validez o no del acto jurídico cuya nulidad pretenden obtener dentro del presente proceso de conocimiento y la vigencia o no del régimen de competitividad establecido dentro del marco dispuesto por la ley n° 25.414 y el decreto n° 730/01, durante el lapso ya citado, puesto que de lo contrario la decisión de la justicia llegaría tarde.



 En efecto, el peligro en la demora esta dado, en el presente caso, por la existencia de un interés jurídico que justifica la admisibilidad de la medida, y que se traduce en el estado de peligro en que se encuentra el derecho principal, o la posibilidad o certidumbre de que la actuación normal del derecho llegará tarde (conf. CCAFed, Sala II, in re: “Goodbar Pablo -Incidente III- y otros”, del 28-03-06, entre muchos otros).



También resulta adecuado recordar que la medidas cautelares se disponen, más que en interés de los individuos, en interés de la administración de justicia, en la medida que, de alguna manera, garantizan el buen funcionamiento y también, se podría decir, el buen nombre (conf. Pablo Gallegos Fedriani, “Las medidas cautelares contra la Administración Pública”, 2da. Edición actualizada, Bs.As., edit. Abaco de Rodolfo Depalma, 2006, pág. 30).



En efecto, las dos exigencias opuestas de la justicia: celeridad y ponderación, tienden a ser conciliadas por las medidas cautelares, porque entre hacer las cosas pronto pero mal, y hacerlas bien, pero tarde, las providencias cautelares procuran, ante todo, hacerlas pronto dejando el problema del bien y el mal, esto es, el de la justicia intrínseca de la decisión, para más tarde, con la necesaria ponderación de todas las cuestiones involucradas en un proceso (ob. cit., pág. 29 y sus citas y CCAFed., Sala I, in re: “Monges, Analía c/ U.B.A. – Resol. 2314/95”, del 12-09-95).


Además no puede dejar de señalarse que el proceso cautelar no tiene como fin declarar un hecho o una reponsabilidad, ni la de constituir una relación jurídica, ni tampoco, en su caso, satisfacer el derecho que se tiene sin ser discutido, ni dirimir un litigio, sino que su objeto principal es el de prevenir los daños que el litigio pueda acarrear o que puedan derivarse de una situación anormal (conf. ob. cit., pág. 31 y sus citas).



También, cabe recordar que las medidas precautorias no exigen de los magistrados el examen de la certeza sobre la existencia del derecho pretendido, sino sólo de su verosimilitud. Es más, el juicio de verdad en esta materia se encuentra en oposición a la finalidad del instituto cautelar, que no es otra que atender a aquello que no excede del marco de lo hipotético, dentro del cual, asimismo agota su virtualidad (conf. CSJN., Fallos: 306:2060, entre otros).  



VI.- En cuanto a la caución a fijar, teniendo en cuenta que con la medida cautelar aquí ordenada no se altera, modifica o menoscaba un interés económico actual de la demandada, se justifica en el presente caso exigir la prestación de una caución juratoria (conf. art. 199 del CPCCN.).


En definitiva, por todo lo antes expuesto, RESUELVO: Hacer lugar a la medida cautelar formulada y, en consecuencia, ordenar a la parte demandada se abstenga de iniciar y/o continuar el procedimiento, o los procedimientos administrativos y/o cualquier acto que implique la ejecución de los importes que resulten exigibles dentro del marco de la Resolución MEyFP n° 58/2010; hasta tanto se dicte sentencia definitiva en la presente causa.- 


La presente medida se decreta bajo caución juratoria que deberá ser prestada por persona con facultades para ello y ante el Actuario.-



Regístrese y notifíquese a la parte actora, en el día (conf. art. 36 del Reglamento para la Justicia Nacional) y previo cumplimiento de la caución, líbrese cédula a la parte demandada.- 






ENRIQUE  V. LAVIÉ  PICO






 Juez Federal

